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			1.1. Concepto de actos administrativos

			De entre las diversas nociones doctrinales que tratan de delimitar el concepto de actos administrativos, cabe distinguir las tres direcciones siguientes:

			a)	En un sentido amplio, son actos administrativos las declaraciones de voluntad de la Administración destinadas a producir efectos jurídicos. Este concepto abarca todas las manifestaciones de la voluntad administrativa, por lo que autores que no siguen esta posición prefieren llamar a estos actos: “Actos de la Administración”.

			b)	En una noción más restringida se limita el uso de la expresión a las declaraciones de voluntad de la Administración productoras de efectos jurídicos subjetivos; con lo que se exceptúan los actos reglamentarios, ya que éstos crean normas generales.

			c)	Y, por último, según la opinión más extendida, se consideran actos administrativos no sólo las declaraciones de voluntad de la Administración, sino todas las manifestaciones anímicas de la misma destinadas a producir efectos jurídicos subjetivos. Sólo se excluyen las actividades materiales, por no tener carácter jurídico.

			A esta dirección corresponde la definición de Zanobini: “Es acto administrativo cualquier declaración de voluntad, de deseo, de juicio o de conocimiento, realizada por un sujeto de la Administración Pública en el ejercicio de una potestad administrativa”, distinta de la potestad reglamentaria, añade García de Enterría, para quien acto administrativo y reglamento son instrumentos jurídicos distintos.

			Garrido Falla acepta la definición de Zanobini, advirtiendo que la recoge por no quedar excluidos según su letra (aunque sí en la mente de su autor) los actos administrativos generales o reglamentos. Para Garrido Falla lo importante es delimitar el conjunto de actos sometidos al régimen jurídico administrativo, ya que hay que admitir que tan actos administrativos son los generales como los concretos, pues unos y otros están sometidos a los dos principios fundamentales de dicho régimen:

			1.	Sumisión a la ley y a las normas jerárquicamente superiores.

			2.	Posibilidad de una fiscalización jurisdiccional para hacer efectiva dicha sumisión.

			En el mismo sentido se pronuncia Entrena Cuesta, quien considera el acto administrativo como un “acto jurídico realizado por la Administración con arreglo al Derecho Administrativo”, entendiendo que una declaración de voluntad producirá efectos jurídicos −será acto administrativo− tanto si se tiene un destinatario determinado o determinable y agota su eficacia con una sola aplicación, como si no ocurre así, esto es, si tiene carácter “normativo”, concluyendo que no existe por ello obstáculo en calificar a los reglamentos de actos administrativos.

			Sin embargo, para otro sector de la doctrina (González Pérez y García de Enterría), las disposiciones reglamentarias no son actos administrativos, pues no son expresión de la función administrativa sino de la función normativa de la Administración. La distinción se basa en un criterio ordinamentalista en cuanto que los reglamentos forman parte del ordenamiento jurídico, mientras que los actos administrativos no. Los Reglamentos son normas jurídicas y como tal se estudian en las Fuentes del derecho, y los actos administrativos, son actos de la administración, dictados en el ejercicio de potestades administrativas.

			Por último, cabe indicar que el concepto de acto administrativo también puede delimitarse negativamente.

			Así, quedan excluidos del concepto de acto administrativo, además del reglamento por las razones apuntadas:

			a)	Las meras operaciones materiales realizadas por la Administración, ya que si bien indirectamente pueden producir efectos jurídicos (p. ej., el deber de indemnizar perjuicios causados), tales efectos no derivan de ellos de forma directa.

			b)	Los actos no emanados de la Administración sensu stricto, esto es:

			▷	Los “actos políticos o de gobierno”, a los que luego nos referiremos de manera separada.

			▷	Los actos materialmente ejecutivos dictados por los poderes legislativo y judicial.

			▷	Los actos de los administrados, aunque produzcan efectos jurídicos conforme a Derecho Administrativo (p. ej., la toma de posesión de un funcionario).

			c)	Los actos sometidos al régimen jurídico privado, que están sometidos por su naturaleza a la jurisdicción ordinaria.

			1.2. Clases de actos administrativos

			La doctrina ha procedido al estudio de las distintas clases de actos administrativos atendiendo a distintos criterios. En general, cabe decir, con Garrido Falla, que mientras unos autores realizan la clasificación de estos actos atendiendo a un criterio único, otros, en cambio, combinan simultáneamente distintos puntos de vista que sirven de criterios de clasificación.

			Ahora bien, lo corriente en la doctrina moderna es que la clasificación se realice atendiendo sucesivamente a diversos puntos de vista que no son excluyentes entre sí, sino complementarios.

			Así, se distinguen:

			a)	Por la extensión de sus efectos jurídicos: actos generales y concretos.

			b)	Por la posibilidad de su fiscalización por la jurisdicción contencioso-administrativa: impugnables o inimpugnables.

			c)	Por razón de las facultades utilizadas al dictarlos: actos discrecionales y reglados.

			d)	Por razón de los sujetos intervinientes: simples y complejos, unilaterales y plurilaterales.

			e)	Por la forma de su producción: expresos y presuntos.

			f)	Por razón de los efectos jurídicos de su contenido: actos definitivos y de trámite. Actos firmes y no firmes.

			Examinemos detalladamente cada una de las categorías de actos citados:

			1.2.1. Actos generales y concretos

			Se entiende por acto administrativo general, según Ranelletti, aquella declaración de la Administración Pública que mira abstractamente a una pluralidad de personas (p. ej., una relación de funcionarios o de expropiados, o casos indeterminados o indeterminables) y por acto concreto, la misma declaración cuando mira a una o más personas o casos individualmente determinados o determinables.

			Para un gran sector de la doctrina, sólo los segundos, los que contienen una declaración concreta, son actos administrativos; pero siguiendo la opinión más moderna, sustentada hoy en nuestro Derecho por la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, nada autoriza a excluir de tal calificación a los actos generales; por el contrario, el régimen jurídico-administrativo es igualmente aplicable a unos y otros, si bien las características de los mismos hacen que la regulación positiva de los actos administrativos generales goce de cierta especialidad legislativa.

			1.2.2. Impugnables e inimpugnables

			Según sean o no susceptibles de impugnación ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa los actos administrativos pueden clasificarse en impugnables e inimpugnables.

			La vigente Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (LJCA), de 13 de julio de 1998, exceptúa de su propia competencia general a los actos de la Administración sometidos al régimen jurídico-privado, que hemos de considerar fuera del concepto de acto administrativo, al disponer la Ley que no corresponden a la jurisdicción contencioso-administrativa: “Las cuestiones expresamente atribuidas a los órganos jurisdiccionales civil, penal y social, aunque estén relacionadas con la actividad de la Administración Pública” (art. 3º a).

			1.2.3. Actos discrecionales y reglados

			La actividad administrativa puede dividirse en dos grandes grupos: aquella que en el Estado de Derecho constituye la norma general por estar expresamente regulada y determinada por el principio de legalidad o sumisión a la ley y que se denomina reglada, y aquella otra en que, por defecto de normas jurídicas, no hay lugar a la aplicación de tal principio y se llama actividad discrecional.

			Sin embargo, la discrecionalidad no es un concepto tan amplio como a primera vista pudiera parecer, ya que para poder hablar de esta clase de actividad administrativa es necesario que se den los siguientes supuestos que señala Garrido Falla:

			1.	Que se dé ausencia de reglamentación legal en una determinada materia.

			2.	Que, por otra parte, en relación con la misma, no pese sobre la actuación administrativa un principio prohibitivo.

			3.	Que de la estructura lógica de la norma se desprenda una posibilidad de elección administrativa o atribución de discrecionalidad.

			1.2.4. Actos simples y complejos

			Se entiende por acto administrativo simple, según Garrido Falla, aquel en cuya emisión interviene un solo órgano administrativo; acto complejo, en cambio, aquel que se produce por la intervención de dos o más órganos administrativos.

			Según Entrena Cuesta, lo normal es que los actos administrativos sean compuestos; es decir, fruto de la participación de varios órganos, e incluso, en ocasiones, de varios sujetos, cada uno de los cuales dicta un acto −que se dicta con los demás en el acto compuesto− en razón a la unidad del fin que tales actos persiguen. 

			1.2.5. Actos unilaterales y plurilaterales

			Esta clasificación responde al criterio de los sujetos participantes en la emisión del acto.

			En general se habla de que los actos unilaterales emanan de la exclusiva voluntad de la Administración que los dicta (Ej.: Una sanción), mientras que los bilaterales precisan para su eficacia de la voluntad del sujeto al que se dirigen (Ej.: Nombramiento de un funcionario).

			1.2.6. Actos expresos y presuntos

			Por la forma de su producción el acto administrativo puede ser expreso y presunto. En el primero existe una clara e inequívoca exteriorización de la declaración de voluntad, de juicio, de deseo, etc. En el acto presunto no existe ni una manifestación concreta administrativa ni una conducta a la que se pueda atribuir un determinado valor o sentido en virtud de una interpretación racional. El significado de esta conducta lo fija de forma expresa el ordenamiento jurídico, cerrándose así las puertas a toda labor interpretativa, como acontece cuando la ley atribuye al silencio de la administración un valor positivo o negativo. A los actos presuntos se refiere el artículo 24 de la LPAC, que se estudia en otro tema de este programa al analizar el silencio administrativo.

			1.2.7. Actos definitivos o resolutorios y de trámite

			La distinción toma su base en la circunstancia de que los actos se dictan en el seno de un procedimiento administrativo. En este procedimiento hay una resolución final que es la que decide el fondo del asunto (art. 88 de la LPAC), y para llegar a ella ha de seguirse un camino especial, con fases distintas, con intervención de órganos o personas diversas y con actos también diferentes. Estos actos previos a la resolución son los que la ley llama “actos de trámite”, que son actos instrumentales de las resoluciones, pues las preparan y hacen posibles.

			Ahora bien, no todos los actos definitivos ponen fin a la vía administrativa, sino sólo aquellos contra los que no cabe recurso administrativo ordinario.

			El artículo 114 de la LPAC establece que: “ponen fin a la vía administrativa:

			a)	Las resoluciones de los recursos de alzada.

			b)	Las resoluciones de los procedimientos de impugnación a que se refiere el artículo 112.2.

			c)	Las resoluciones de los órganos administrativos que carezcan de superior jerárquico, salvo que una Ley establezca lo contrario.

			d)	Los acuerdos, pactos, convenios o contratos que tengan la consideración de finalizadores del procedimiento.

			e)	La resolución administrativa de los procedimientos de responsabilidad patrimonial, cualquiera que fuese el tipo de relación, pública o privada, de que derive.

			f)	La resolución de los procedimientos complementarios en materia sancionadora a los que se refiere el artículo 90.4.

			g)	Las demás resoluciones de órganos administrativos cuando una disposición legal o reglamentaria así lo establezca.

			Por su parte, el punto 2º del mismo artículo 114 LPAC concreta qué órganos son los que ponen fin a la vía administrativa en el ámbito estatal:

			2. Además de lo previsto en el apartado anterior, en el ámbito estatal ponen fin a la vía administrativa los actos y resoluciones siguientes:

			a)	Los actos administrativos de los miembros y órganos del Gobierno.

			b)	Los emanados de los Ministros y los Secretarios de Estado en el ejercicio de las competencias que tienen atribuidas los órganos de los que son titulares.

			c)	Los emanados de los órganos directivos con nivel de Director general o superior, en relación con las competencias que tengan atribuidas en materia de personal.

			d)	En los Organismos públicos y entidades derecho público vinculados o dependientes de la Administración General del Estado, los emanados de los máximos órganos de dirección unipersonales o colegiados, de acuerdo con lo que establezcan sus estatutos, salvo que por ley se establezca otra cosa.

			En resumen: sólo son recurribles las resoluciones de actos definitivos, no los actos de trámite. Sin embargo, por excepción, estos últimos resultan recurribles cuando, aun bajo apariencia de actos de procedimiento no resolutorios del fondo del asunto, de hecho vienen a decidirlo, por poner término al procedimiento o suspenderlo o hacer imposible su continuación, o producen indefensión o perjuicio irreparable. Es decir, los actos de trámite sólo son recurribles cuando bajo su apariencia se encubre una verdadera resolución.

			1.2.8. Actos firmes y no firmes

			En principio, todos los actos administrativos son impugnables, primero en vía administrativa y después en la contenciosa. Cuando ya no es susceptible de recurso alguno en vía administrativa (salvo el de revisión), el acto se convierte en firme. La firmeza del acto se produce porque:

			a)	Ya se han utilizado todas las posibilidades de impugnación existentes.

			b)	Se han dejado transcurrir los plazos para interponer los recursos posibles.

			1.3. Elementos del acto administrativo

			González Pérez define los elementos o requisitos del acto administrativo como “aquellas circunstancias o conjunto de circunstancias que deben darse en un acto para que produzca todos sus efectos”, es decir, para que el acto no resulte inválido, o válido pero irregular.

			Si bien, todos los autores coinciden en subrayar la importancia que, dentro de la teoría del acto administrativo, tiene el estudio de sus elementos, a la hora de enumerar en concreto cuáles son, nos proporcionan muy diversas clasificaciones, aunque en muchos casos las discrepancias obedecen más a razones terminológicas que de fondo.

			Se suelen mencionar como elementos del acto administrativo: el sujeto, objeto, causa, fin y forma.



OEBPS/font/HelveticaLTStd-Roman.otf



OEBPS/font/HelveticaLTStd-Obl.otf


OEBPS/image/60949.png
El acto administrativo: caracteristicas generales. Requisitos.
Eficacia. Actos nulos y anulables.
La revision de los actos administrativos. Los recursos
administrativos: concepto y clases

OPOeBOOK

LTu temario a meclicl.ﬂ

Edicion, mayo 2018





OEBPS/font/HelveticaLTStd-Light.otf


OEBPS/font/Wingdings-Regular.ttf


OEBPS/image/Ilustracion_fmt.gif





OEBPS/font/SegoeUIBlack.ttf


OEBPS/font/SymbolMT.ttf


OEBPS/image/61167.png
UPOeBOOK





OEBPS/font/HelveticaLTStd-Bold.otf


OEBPS/image/60939.jpg





OEBPS/font/HelveticaLTStd-BlkCondObl.otf


OEBPS/font/HelveticaLTStd-BoldObl.otf



